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El crimen organizado ha dejado de ser un fenómeno aislado en América Latina para 
convertirse en un factor estructural que afecta la política, la economía y la sociedad. 
No se limita al narcotráfico, sino que abarca redes flexibles que operan en mercados 
ilícitos diversos, como el tráfico de personas y armas, la minería ilegal, la corrupción 
y el cibercrimen. Estas organizaciones han desarrollado un poder económico y 
coercitivo que compite con el del Estado, socavando su capacidad de acción e 
incidiendo directamente en la institucionalidad democrática.

La expansión del crimen organizado erosiona el Estado de derecho, captura 
instituciones y debilita la gobernabilidad democrática. Genera violencia endémica 
que alimenta la desconfianza ciudadana y refuerza el atractivo de discursos 
autoritarios. Este fenómeno se expresa en la “política criminalizada”, que describe 
la interacción entre operadores criminales, actores estatales y políticos, afectando 
procesos electorales y políticas públicas. En algunos territorios, las organizaciones 
criminales sustituyen funciones estatales, proveyendo seguridad y servicios 
básicos, lo que consolida esquemas de gobernanza criminal y profundiza la 
fragilidad institucional.

La criminalidad también genera condiciones para narrativas extremas que prometen 
soluciones simplistas, centradas exclusivamente en la penalización. Esto instala 
una falsa dicotomía entre seguridad y democracia, favoreciendo el populismo 
represivo y la deriva autoritaria. En ausencia de respuestas efectivas, estas 
narrativas se vuelven irresistibles para sociedades golpeadas por la violencia y la 
inseguridad.

Frente a este panorama, es urgente fortalecer las capacidades institucionales en 
materia de justicia, seguridad, transparencia y rendición de cuentas. Se requiere 
proteger los procesos políticos frente a la violencia y el financiamiento ilegal, 
fomentar la cooperación regional para enfrentar el carácter transnacional del crimen 
y generar evidencia confiable que permita monitorear la gobernanza criminal. 
Además, es fundamental construir nuevas narrativas basadas en derechos 
humanos, Estado de derecho y estabilidad democrática, que ofrezcan soluciones 
integrales y sostenibles.


